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sales. Sin embargo, la jurisprudencia social viene sos­
teniendo, en general. que el juzgador, de oficio y a través
de este cauce. debe velar por la correcta constitución
de la relación jurídico-procesal en las situaciones de litis­
consorcio pasivo, a fin de conseguir, salvaguardando el
principio de audiencia bilateral. que la cosa juzgada mate­
rial despliegue sus efectos y evitar así que se dicten
eventuales fallos contradictorios sobre un mismo asunto
(SSTS de 15 de diciembre de 1987; 14 de marzo. 19
de septiembre y 22 de diciembre de 1988; 24 de febrero.
17 de julio y 1 y 11 de diciembre de 1989. y 19 de
mayo de 1992). En segundo lugar. aunque es en la fase
de admisión de la demanda cuando ha de tener lugar
el requerimiento, también propugna la jurisprudencia
que la inadvertencia inicial no precluye la obligación del
órgano judicial de poner de manifiesto en un momento
procesal posterior los defectos observados. como tuvo
oportunrdad de subrayar la STC 25/1991.

3. En el caso que nos ocupa, el Juez de lo Social.
al entender que la relación jurídico-procesal estaba defi­
cientemente constituida requirió al actor para que sub­
sanara el defecto. con advertencia de archivo y concedió
un plazo de cuatro días para que demandara a otra socie­
dad, lo que dio lugar a un escrito del entonces actor
y ahora demandante en amparo en el que únicamente
se solicitaba una suspensión del plazo concedido para
completar la demanda hasta que la certificación del
Registro público correspondiente le fuera facilitada.

Según se explicita por el Juzgado, tal pretensión es
transformada por el Juez en un recurso de reposición.
algo que realmente era contrario a la voluntad del actor.
y ello se lleva a cabo con la finalidad de facilitar la apli­
cación de la tutela efectiva. Sin embargo el escnto del
demandante tenía otra finalidad bien distinta. muy pre­
cisa y concreta. y desde luego inequívoca.

4. Así las cd'Sas. es evidente que tanto en la pro­
videncia de 25 de mayo de 1995. en la que sin jus­
tificación alguna el Juez transforma una pretensión de
suspensión del plazo concedido para cumplimentar pre­
cisamente ese requerimiento judicial en un recurso de
reposición, contrariando así la voluntad del demandante.
como en el Auto de 7 de junio de dicho año. en el
que se resuelve el meritado recurso de reposición. se
ha utilizado sin duda la atribución que también es deber.
y que a tal efecto concede el arto 81 L.P.L. al Juez a
qua de un modo poco respetuoso con el derecho a la
tutela judicial efectiva del demandante, pese a que en
la primera de tales resoluciones se manifestaba que el
propósito de la misma era precisamente la salvaguarda
de tal derecho fundamental. En este caso se adoptó una
decisión gravemente perjudicial a sus intereses. que. de
hecho. le cerró el acceso al proceso. impidiéndole así
obtener una resolución fundada en Derecho, cualquiera
que fuera su signo, susceptible de impugnación por
medio de los correspondientes recursos procesales.

Como bien indica el Ministerio Fiscal. una decisión
judicial que quiso ser respetuosa -e incluso generosa.
según expresamente se advierte en la misma- se tornó
vulneradora del derecho del trabajador a recibir una res·
puesta respecto de unas pretensiones acumuladas frente
a un empleador.

Ello determina, en definitiva, que la aplicación que
el órgano judicial ha efectuado del citado art. 81 L.P.L..
como ha quedado dicho, merezca reproche constitucio­
nal. toda vez que tal precepto ha sido interpretado con
un criterio formalista y rigorista. lo que ha impedido injus­
tificadamente al demandante la obtención de una reso­
lución de fondo sobre la pretensión ejercitada. Por todo
ello, la respuesta de este Tribunal no puede ser otra
que conceder al demandante el amparo solicitado, como

consecuencia de la lesión constitucional producida en
su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por don Jean Luc
Lachaut y. en su virtud:

1.° Reconocer el derecho del demandante a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 C.E.).

2.° Declarar la nulidad del Auto de 7 de junio
de 1995 y de la providencia de 25 de mayo de dicho
año. del Juzgado de lo Social núm. 25 de Madrid, dictado
en los procedimientos laborales acumulados núm. 218/95
y 281/95.

3.° Retrotraer tales actuaciones judiciales al
momento anterior a la citada providencia de 25 de mayo
de 1995, a fin de que por dicho órgano judicial se dicte
nueva resolución que sea respetuosa con el derecho
a la tutela judicial efectiva de don Jean Luc Lachaut.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de abril de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pa­
blo García Manzano.-Firmado y rubricado.

10851 Sala Primera. Sentencia 85/1997, de 22 de
abril de 1997. Recurso de amparo
3.850/1995: Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Albacete desestima torio de
recurso de apelación interpuesto frente al
Auto del Juzgado de Instrucción núm. 3 de
Albacete. dictado en procedimiento abrevia­
do. Supuesta vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva: Alcance del ius ut pro­
cedatur que ostenta el ofendido por el delito.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bcreijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.850/95, interpuesto
por don Eduardo Javier Martínez Ruiz, don Rafael Baeza
Gomis. don Pascual Martínez Segovia. don Rodrigo Anto­
nio Gutiérrez García. don Antonio Juncos Murcia, doña
Francisca Navarro Ródenas. doña María Josefa Malina
Renovales, don Enrique Gómez Robles, don Juan Gómez
Ortega, doña Concepción Jiménez Martínez, doña Ana
María Martínez Pérez, don Francisco Javier Aragón
Navarro, don Epifanio Miñano Recuero. doña María
Luciana Torres Estévez. doña Isabel García Calderón. don
Manuel Cifuentes Oliver, Don Diego Jiménez Martinez.
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don Alejandro Gil Díaz, don Juan Sotoca García, doña
Llanos García Toledano, don José Luis Lópet Zafrilla,
don Juan López Zafrilla, don Ramón Barrios Socuéllamos,
don Marcial Rodríguez Belmonte, doña Josefa Martínez
García, don Jesús Amable Robles Blanco, don Ismael
Robles Rodríguez, don Pedro Bernabé Malina, don Jesús
Jiménez Megías, doña Rafaela Salmerón de la Rosa, don
Luis Fernández López lIIera, don Juan Acebal Miñana,
doña Juana Barberá Gómez, doña Rosario Jaén Hernán­
dez, don Ignacio Juan Tendero Valero, don Francisco
Javier Montero Fernández, don Cristóbal Rozalen Parra,
don Francisco Marcelino Cordón Marcos, don Sebastián
Maestro Cañadas, don Carlos Martín Sánchez, represen­
tados por el Procurador don Tomás Cuevas Villamañán
y bajo la dirección del Letrado don Miguel Andújar, con­
tra el Auto de 19 de octubre de 1995 de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Albacete, que
desestimó el recurso de apelación interpuesto frente al
Auto de 18 de julio de 1995 del Juzgado de Instrucción
núm. 3 de Albacete, dictado en el procedimiento abre­
viado núm. 43/94. Ha intervenido el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Manuel Jiménez de
Parga y Cabrera, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado el 14 de noviembre de
1995 en el Juzgado de Guardia, y registrado en este
Tribunal el día 15 del mismo mes y año, se interpuso
el recurso de amparo mencionado en el encabezamiento
y que se fundamenta en los siguientes hechos:

a) El Juzgado de Instrucción núm. 3 de Albacete,
por Auto de 11 de octubre de 1993, admitió a trámite
las querellas presentadas por los hoy recurrentes, por
presunto delito de estafa, maquinaciones para alterar
el precio de las cosas y falsedad documental, al tiempo
que decretaba su acumulación y disponía la incoación
de las correspondientes diligencias previas, seguidas con
el núm. 1.106/93.

b) En el mismo Auto, el Juez instructor dispuso la
práctica de una parte de las pruebas solicitadas por los
querellantes: Declaración de los querellados, examen de
testigos, libramiento de sendos mandamientos al Regis­
tro Mercantil y al Notario, entre otras.

c) Por Auto de 24 de marzo de 1994, se acordó
la transformación de las diligencias previas núm.
1.106/93 en procedimiento abreviado, dándose traslado
a las partes para que en el plazo de cinco días formularen
escrito de acusación, pidiesen el sobreseimiento de la
causa, o, en su caso, se instase la práctica de nuevas
diligencias.

d) El Ministerio Fiscal. mediante escrito de 7 de abril
de 1994, interesó la práctica de nuevas diligencias, a
lo que accedió el Juez instructor, dándose traslado de
las actuaciones, a los efectos del art. 790 L.E.Cr., en
fecha de 10 de mayo de 1995.

Por providencia de 14 de junio de 1995, el Juzgado
acordó no haber lugar ala práctica de ninguna de las
diligencias interesadas por la acusación particular,
haciéndole entrega de actuaciones para que, dentro del
término de cinco días, solicitare la apertura del juicio
oral. formulando escrito de acusación o pidiendo el
sobreseimiento de la causa.

e) El Ministerio Fiscal solicitó, en virtud del arto
641.1 en relación con el 790.3 L.E.Cr.. el sobreseimiento
provisional de la causa, con reserva de acciones civiles
a los querellantes. La acusación particular interesó la
apertura del juicio oral ante el Juzgado de lo Penal, for­
mulando escrito de acusación contra los querellados por
los delitos de estafa, falsedad en documento mercantil.
maquinaciones para alterar el precio de las cosas y estafa
por imprudencia.

f) El Juzgado de Instrucción, por Auto de 18 de
julio de 1995, acordó el sobreseimiento provisional de
la causa, en virtud de lo dispuesto en el art. 641.1, en
relación con el arto 790.3, L.ECr., reservando a los inte­
resados y querellantes las acciones civiles que Corres­
pondieren.

g) Contra la anterior resolución, se interpuso recurso
de apelación ante la Audiencia Provincial de Albacete,
que fue resuelto por Auto de 19 de octubre de 1995,
desestimándolo y confirmando la decisión del Juzgado.

2. La demanda funda su queja de amparo en que
los Autos recurridos, tanto el del Juzgado como el de
la Audiencia, efectuaron una aplicación errónea de la
legalidad al decretar el sobreseimiento provisional cuan­
do la acusación particular ya había instado la apertura
del juicio oral. vulnerando su derecho a la tutela judicial
efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.). Así, el Juzgado
de instrucción apoya su decisión en el art. 790.3, en
relación con el arto 641.1 L.ECr., cuando el precepto
aplicable, según los recurrentes, sería el arto 790.6
L.ECr., que ordena al Juez instructor la apertura de juicio
oral si una de las partes acusadoras lo solicita, salvo
que estimare que concurre el supuesto del núm. 2 del
arto 637 L.ECr., o que no existen indicios racionales de
criminalidad contra el acusado. En este caso, a su enten­
der, sólo cabría dictar Auto acordando el sobreseimiento
libre. Aducen igualmente los quejosos que la Audiencia
Provincial no sólo no reparó dicha vulneración, en cuanto
confirmó el Auto del Juzgado de Instrucción, sino que
incurrió en otro error, al considerar aplicable al supuesto
enjuiciado el art. 793.3 L.ECr., norma que no contempla
este concreto trámite procesal.

Mediante un otrosí, se interesó la suspensión de las
resoluciones recurridas.

3. Por providencia de 28 de marzo de 1996, la Sec­
ción Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite
la demanda de amparo y, a tenor d~ lo dispuesto en
el art. 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional,
requerir atentamente a la Audiencia Provincial de Alba­
cete y al Juzgado de Instrucción núm. 3 de dicha ciudad,
para que, en el término de diez días, remitiesen tes­
timonio del rollo de Sala 91/95 y del procedimiento
abreviado 43/94, respectivamente. Al mismo tiempo
interesó que se emplazase a cuantos hubieren sido parte
en el proceso judicial antecedente, excepto los recurren­
tes en amparo, para que pudieren comparecer en el pre­
sente proceso constitucional. En la misma providencia
se acordó formar la pieza separada de suspensión.

4. Por Auto de 29 de ábril de 1996, la Sala Primera
de este Tribunal acordó suspender la ejecución de las
resoluciones impugnadas, en cuanto a sus efectos
en el proceso civil núm. 428/92, juicio sumario del
art. 131 de la Ley Hipotecaria, que se tramitaba en el
Juzgado de Primera Instancia núm. 12 de Valencia.

5. Por providencia de 3 de junio de 1996, la Sección
Segunda acordó tener por recibidos los testimonios de
actuaciones remitidos por el Juzgado de Instrucción y
la Audiencia Provincial de Albacete. Asimismo, a tenor
de lo dispuesto en el arto 52 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional. decidió dar vista de todas las
actuaciones del presente recurso de amparo, por un pla­
zo común de veinte días, al Ministerio Fiscal y al Pro­
curador señor Cuevas Villamañán, para que dentro de
dicho término pudieren presentar sus escritos de ale­
gaciones.

6. El Ministerio Fiscal presentó sus alegaciones
mediante escrito registrado el 27 de junio de 1996.

Manifiesta el Fiscal que, en efecto, tanto el Auto del
Juzgado de Instrucción como el de la Audiencia Pro­
vincial de Albacete yerran, respectivamente, en la cita
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del arto 790.3 y en la del ar1. 793.3 LECr.. siendo el
único precepto aplicable al caso el arto 790.6 L.ECr.
Sin embargo. entiende que tales errores no pueden. sin
más y automáticamente, conllevar el amparo (ex ar1.
24.1 C.E.), pues los órganos judiciales que dictaron las
resoluciones aquí impugnadas no aplicaron en realidad
tales preceptos, sino que, aun citando erróneamente el
arto 793.3 L.ECr.. el Auto dictado en apelación desgrana
el tenor literal del precepto aplicable, esto es, el ar1.
790.6 L.ECr.

El Fiscal, tras reproducir el contenido de este último
precepto. considera igualmente que la referencia del
Auto del Juzgado al ar1. 641.1 L.ECr. no resulta incorrec­
ta, pues el ar1. 790.6 dispone que el Juez instructor
acordará el sobreseimiento que corresponda conforme
a .los arts. 637 y 641 de dicha Ley (sobreseimiento libre
y sobreseimiento provisional) si estimare que concurre
el supuesto del núm. 2 del arto 637. o que no existen
«indicios racionales de criminalidad contra el acusado».
El alcance de esta última expresión ha de conectarse.
según el Fiscal, con los supuestos mencionados en los
arts. 637.1 y 3 y 641.1 Y 2 L.ECr.. a fin de apreciar
los indicios racionales de criminalidad. De este modo,
los argumentos contenidos en los autos impugnados no
parecen irrazonables o desproporcionados.

Concluye el Fiscal, con apoyo de la doctrina de este
Tribunal relativa al mencionado ar1. 790.6 L.E.Cr.. soli­
citando la desestimación del amparo. por entender que
las resoluciones judiciales recurridas no han vulnerado
el arto 24.1 C.E

7. Por escrito registrado el 1 de julio de 1996, la
representación procesal de los recurrentes presentó sus
alegaciones, reiterando sustancialmente las contenidas
en la correspondiente demanda.

8. Por providencia de fecha 21 de abril de 1997,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el siguiente dia 22 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
el Auto dictado en apelación por la Sección Primera de
la Audiencia Provincial de Albacete, el día 19 de octubre
de 1995, que confirmó el sobreseimiento provisional
decidido por el Juzgado de Instrucción núm. 3 de Alba­
cete, mediante Auto de 18 de julio de 1995, en el pro­
cedimiento abreviado núm. 43/94. Tiene por objeto el
recurso determinar si dichas resoluciones judiciales han
vulnerado el derecho fundamental a la tutela judicial efec­
tiva sin indefensión (art. 24.1). en su vertiente de derecho
al ejercicio de la acción penal: fus ut procedatur.

2. Consideran los recurrentes que la vulneración se
produjo porque las resoluciones impugnadas efectuaron
una aplicación errónea de las normas de la Ley de Enjui­
ciamiento Criminal, impidiéndoles, de esta manera, el
ejercicio de la acción penal, un derecho que debe enten­
derse incluido en el ar1. 24.1 C.E Aducen. en apoyo
de su pretensión. que los preceptos citados, tanto por
el Auto del Juzgado de Instrucción (art. 790.3 L.ECr.),
como por la Audiencia Provincial (ar1. 793.3 L.ECr.),
resultaban inaplicables al supuesto sometido a su deci­
sión. El arto 790.6 L.E.Cr. es la única norma con la que
se podría fundamentar en este caso el archivo de la
causa, con dos posibilidades: O decretar el sobreseimien­
to libre bajo la cobertura del ar1. 637.2 L.ECr.. o bien
el sobreseimiento provisional, bajo la cobertura del
arto 641.2.°, porque se considerase que no existían indi­
cios racionales de criminalidad contra los acusados.
Según los recurrentes, el error fue decretar el sobre­
seimiento provisional del arto 641.1.°, el supuesto legal
previsto «cuando no resulte debidamente justificada la

perpetración del delito, que haya dado motivo a la for-
mación de la causa». .

El Ministerio Fiscal alega que, efectivamente, la cita
de los arts. 790.3 y 793.3 L.ECr.. que efectúan las reso­
luciones impugnadas, es incorrecta y que. tal como expo­
nen los recurrentes, el precepto aplicable al supuesto
concreto es el ar1. 790.6 L.E.Cr. Ahora bien. ambas reso­
luciones reproducen en cierto modo el contenido de este
último precepto, el ar1. 790.6, lo que" a su entender.
no excluye la posibilidad de que en su virtud se dicte
el Auto de sobreseimiento provisional previsto en el ar1.
641.1 L.ECr. Argumenta el Fiscal que el arto 790.6 L.E.Cr.
autoriza al Juez instructor a sobreseer la causa. aun cuan­
do una de las partes acusadas haya solicitado la apertura
del juicio oral, si estima ~y transcribe el precepto legal­
que «concurre el supuesto del núm. 2 del arto 637 de
esta Ley, o que no existen indicios racionales de cri­
minalidad contra el acusado, en cuyo caso acordara el
sobreseimiento que corresponda conforme a los arts.
637 y 641 de esta Ley». Y serán precisamente los
supuestds de los arts. 637. 1.° y 3.°. y 641. 1.° y 2.°
L.ECr., los que sirvan de referencia al concepto de «in­
dicios racionales de criminalidad». El Ministerio Fiscal
niega que se haya producido vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

3. La primera cuestión que hemos de resolver es
si el sobreseimiento acordado por el Juzgado y confir­
mado por la Audiencia, infringe el derecho de los
recurrentes a la tutela judicial efectiva (ar1. 24.1 C.E),
dado que. como expone el Fiscal, los Autos dictados
al respecto contienen el error de apoyarse. uno en el
ar1. 790.3 L.E.Cr. y en el ar1. 793.3 de la misma Ley
el otro. cuando lo correcto era invocar. como fundamento
jurídico de las resoluciones, el ar1. 790.6 L.E.Cr. Junto
a este error en la cita de los preceptos que fundamentan
los dos Autos recurridos, los quejosos denuncian tam­
bién que no se practicaron todas las pruebas por ellos
solicitadas al Juzgado de Instrucción, así como que se
les denegó el derecho a la plena sustanciación del
proceso.

Vamos a considerar por separado las tres cuestiones:

A) La equivocación no ha de llevarnos. en este caso,
a considerar conculcado el derecho fundamental reco­
nocido y protegido por el arto 24.1 C.E En definitiva,
el Juez de Instrucción estaba facultado ex arto 790.6
L.ECr. para decidir el sobreseimiento provisional de la
causa, que es lo que hizo.

La doctrina de este Tribunal Constitucional es clara
al respecto. En la STC 186/1990 quedó establecido:
«La Ley concede al Juez de Instrucción -no al órgano
de enjuiciamiento- la facultad de controlar la consis­
tencia o solidez de la acusación que se formula. pues
(... ) el arto 790.6 L.ECr.. tras enunciar la regla general
de la vinculación del instructor con la petición de apertura
del juicio, permite al Juez denegar la apertura del juicio
en dos supuestos, a saber: Cuando el hecho no sea cons­
titutivo de delito, o ante la inexistencia de indicios racio­
nales de criminalidad contra el acusado, en cuyo caso
acordará el sobreseimiento que corresponda. Pero este
juicio acerca de la improcedencia de abrir el juicio oral
-en definitiva de la improcedencia de la acusación for­
mulada- de existir, es un juicio negativo en virtud del
cual el Juez cumple funciones de garantía jurisdiccional»
[fundamento jurídico 4. B)].

B) Respecto a los actos de investigación solicitados
por las partes, este Tribunal Constitucional ha manifes­
tado que la regulación del procedimiento abreviado en
nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal -especialmente
los arts. 789.5 y 790.6- no obliga al juzgador a practicar
todas las diligencias pedidas por las partes. sino que
en el ejercicio de su potestad jurisdiccional y a la vista
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de las diligencias practicadas, que sean necesarias, debe
decidir con arreglo a su criterio debidamente motivado
la resolución que estime aplicable al caso, ya que, en
definitiva, la apreciación de si existen o no indicios de
criminalidad contra determinadas personas, no es una
cuestión trasladable al ámbito constitucional (SSTC
136/1986, fundamento jurídico 2, y 191/1989, fun­
damento jurídico 5). La decisión de sobreseer podría
ser revisada en esta vía de amparo «si se violan las garan­
tías constitucionales, entre las que se encuentra el ago­
tamiento de los medios de investigación (SSTC
46/1982, fundamento jurídico 3, y 40/ 1988, fundamen­
to jurídico 3), entendido no como un derecho a practicar
todas las diligencias que la parte solicite, sino, como
reiteradamente ha afirmado este Tribunal, solamente
aquellas que el Juez estime pertinentes» (STC
351/1993, fundamento jurídico 4). Lo que no es el caso.

e) y respecto a la tercera queja, basada en el
supuesto derecho a la total sustanciación del proceso,
hay que recordar que el derecho a la tutela judicial efec­
tiva «no otorga a sus titulares un derecho inconclicionado
a la plena sustanciación del proceso, sino que es com­
patible con un pronunciamiento motivado del órgano
judicial en fase instructora que le ponga término anti­
cipadamente, siempre que el órgano judicial entienda
razonadamente que los hechos imputados carecen de
ilicitud penal (SSTC 203/1989, fundamento jurídico 3,
y 351/1993, fundamento jurídico 2, por todas).

La decisión de sobreseimíento provísional contra la
que se recurre en amparo fue adoptada en la llamada
«fase de preparación de juicio ora!>. del procedimiento
abreviado. Este momento procesal comienza después
de la terminación de la instrucción jurisdiccional. La fina­
lidad de tal decisión es resolver sobre la procedencia
de abrir o no el juicio oral y, en su caso, la fijación del
procedimiento adecuado y el órgano competente para
el enjuiciamiento.

4. En definitiva, los Autos que acordaron y confir­
maron el sobreseimiento provisional no lesionaron el
derecho de los recurrentes a la tutela judicial efectiva,
pues el ius ut procedatur que ostenta el ofendido por
el delito no contiene ní un derecho absoluto a la tra­
mitación de toda la instrucción penal. ni un derecho a
la práctica de todas las pruebas que las partes soliciten.
Tampoco se tutela constitucionalmente un derecho
incondicionado a la apertura del juicio oral. Este Tribunal
tiene declarada la conformidad con los principios y nor­
mas del ordenamiento constitucional. tanto de los Autos
de inadmisión de la notitia criminL~los cuales pueden
dictarse inaudita parte, como los de sobreseimiento,
pues el derecho de querella no conlleva el de la obtención
de una Sentencia favorable a la pretensión penal (SSTC
203/1989,191/1992,37/1993, entre otras).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AÚTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintidós de abril de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pa­
blo García Manzano.-Firmado y rubricado.

10852 Sala Primera. Sentencia 86/1997, de 22 de
abril de 1997. Recurso de amparo
3.070/1996. Contra Sentencia del Juzgado
de Primera Instancia núm. 3 de Segovia recaí­
da en procedimiento de menor cuantía.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: Emplazamiento edictal no
lesivo del derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera, y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.070/96, promovido
por don Mario López de la Flor, representado por el
Procurador de los Tribunales don Carlos de Grado Viejo,
y asistido del Letrado don Pedro Hernández García, inter­
puesto contra la Sentencia del Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 3 de Segovia, de fecha 19 de junio de 1991,
recaída en el procedimiento de menor cuantía
núm. 41/91. Han sido parte don Alberto Esteban de
Andrés y don Juan Francisco Lucas Yagüe, represen­
tados por el Procurador de los Tribunales don Víctor
E. Mardomingo Herrero, y asistidos del Letrado don
Manuel Holgueras Fariñas. Ha intervenido el Ministerio
Físcal. Ha sido Ponente el Magistrado don Enrique Ruiz
Vadillo, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito de 29 de julio de 1996, don
Mario López de la Flor, representado por el Procurador
de los Tribunales don Carlos de Grado Viejo, y asistido
del Letrado don Pedro Hernández García, interpuso recur­
so de amparo contra la Sentencia del Juzgado de Primera
Instancia núm. 3 de Segovia, de fecha 19 de junio
de 1991, recaída en el procedimiento de menor cuantía
núm. 41/91, basándose en síntesis en los siguientes
hechos:

A) La demanda iniciadora de los autos de juicio de
menor cuantía núm. 41/91 seguida ante el Juzgado de
Primera Instancia núm. 3 de Segovia se interpuso contra
el ahora solicitante de amparo señalándose como su
domicilio, el sito en la ciudad de Segovia, avenida Juan
Carlos 1. núm. 14.

B) La demanda fue admitida a trámite por el referido
Juzgado, mediante providencia de fecha 14 de febrero
de 1991, y en el momento de la práctica del empla­
zamiento del recurrente, se levantó diligencia por la comi­
sión judicial en la que se hizo constar que el núm. 14
de la avenida Juan Carlos 1. de Segovia se correspondía
con las instalaciones militares de la Base Mixta y Carros
de Combate, así como que personada dicha Comisión
en el núm. 18 actual-antiguo núm. 14-, se le comunicó
por los vecinos del citado inmueble que don Mario López
de la Flor se ausentó del domicilio indicado, en el pasado
mes de diciembre de 1990, habiéndose trasladado a
Madrid, ignorando más detalles sobre su paradero.

e) Por providencia de 9 de mayo de 1991, se acordó
poner dicha diligencia en conocimiento de la parte acto­
ra, a los efectos de que facilitara un nuevo domicilio,
o en su caso, instara lo que a su derecho conviniera.
Dicha representación presentó escrito al Juzgado el


